
La nueva Ley de Orden Páblico debería basarse en los si-
guientes criterios: 

Nueva definición del concepto de orden público ponién 
dolo al servicio de un concepto democrático de la so-
ciedad española, es decir, no considerándolo como un 
fin en sí mismo, sino como un medio para lograr: 

-i l)- La garantización de las libertades públicas. 
2)- El cumplimiento de la legalidad democrática. 
3)- El aseguramiento, conforme a las leyes, de las ta 

reas de interás público. 

Al tiempo, debe precederse a una delimitación nítida de las 
distintas competencias en materia de orden público de los -
diversos órganos del Estado. 

Entendoiífos qu9^xclui3?^ta,jantem^te de laycolaboracj^ón en 
el lí̂ gthtenijaíento ^ ^ orden píiblico a Iryí sujetos vjTrivados, 
iníplica/ún conp^to estrp^ho del misafn, ya que/su amplitud 
actúa;! hace^^e su re^^eto obligóle a una papcicipación 

las las/í'uerzas sociales enfermas muy jsl̂ versas. 

Por x^ra parj?é\ sería p^uigroso para/él libre d^'sfrute de 
loé derecb<5s individ^fales y sociíjp<4s que lasyéutoridades> 
tuviese« que estar siempre prea^tes en ctwriquier l rr en 
que plíeda hablar la más mínim^posibilidaj^ de alterjaf )n dej 
oijefen públií 

Ello T^ obsta a que, 
delitos de usurpaci 

su caso, s^persigíin y 
de funciones, o d? coacc 

iguen le 



2.- La cuestión de las sanciones en materia de orden públi 
co,está tratada en el documento del Gobierno con algu-
nos criterios aceptables y otros que exigen ciertas m^ 
dificaciones. 

No obstante, el documento no entra en un toma Drevio a 
la sanción que eiS el de la actividad fáctica do la Admi 
nistración en cuanto al restablecimiento inmediato del 
orden público, es decir, antes de proceder a la elabora 
ción y decisión final sancionatoria. En estos casos las 
autoridades ÉMMÉMÌBÌ se extralimitan en ocasiones en las 
medidas adoptadas (lo que técnicamente se llama "vía de 
hecho")» ante lo cual el ciudadano no tiene ninguna de-
fensa , pues es claro que el lento procedimiento de re-
curso no sirve para evitar hechos consumados. 
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Para estos casos es necesario, pues, dotar al ciudadano 
de un sistema expeditivo de defensa, que en el derecho 
esparol, para cuestiones do litigios posesorios ya exi£ 
te: el interdicto .judicial. Su necesidad para la dofen-, 
sa de las libertades públicas ha sido puesta de relieve] 
por especialistas tan destacados como el profesor Gar-
cía de Enterría. 

Este procedimiento se utilizará, pues, en todos los ca-
sos en que la Administración se extralimite en sus actúa 
ciones, o sea, se salga del"derecho" ("vía de hecho"). 

[n 

Volviendo al tema de las sanciones -acción administrati-
va posterior al hecho y no paralela a éste como en --'"v 
caso anterior-, los principios en que podrid feáiíaírse': sú 
regulación serían: 

- "Mantenimiento de la potestad sancionadora de lan aut£ 
ridades gubernativas, en lo que sea absolutamente indias 
peps^me,|)^^^^áobierno de las diferentes «comunidades, 
p¿ro excíí^lfaó Saáícalm^te de la misma, toSb'^ei ám-
bito de las libertades públicas constitucionalmente -
reconocidas que, por su carácter inviolable-j sólo deben 
estar sujetas a tutela judicial". 
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Mantenimiento del carácter inmediato de estas sanciones, 
así como de un procedimiento sumario para la imposición 
de las mismas con audiencia del interesado, pero con obje 
to de ̂ vrtar-_injus^cias flagrantes es necesario que, an-
tes de la e.jecución de la misma, haya un conocimiento del 
expediente por el juez, que^con audiencia del interesado,| 
pqdja_jLinpñdÍ3:3^ 

Deberá derogarse el Reglamento de Procedimiento del Mini_s 
terio de la Gobernación de 31 de enero de 19^7- Í1 
Al igual que expone el documento, como contrapartida a la 
sumariedad j rapidez de las sanciones, establecimiento de 
dos garantías jurídicas capitales: eliminación de los re-
cursos administrativos previos a la impugnación jurisdic-
cional de la sanción (convirtiendo todos los recursos, in 
eluso el de reposición, en meramente potestativos) j esta 
blecimiento de un proceso judicial sumario para conocer -
de estas impugnaciones. 

Convendría asimismo, derogar los artículos 2® b y de la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativo para que 
todos los actos de la Administración sean recur|?ibles. 

- Estamos igualmente de acuerdo en el establecimiento de otras 
garantías jurídicas adicionales, tales como: principio de -

^J^s^non bis in idem (tanto entre sanciones administrativas co-
o entre estas y sanciones penales); exclusión de toda for 

ma de solve et repete (en la anterior legislación, depósi-
to de un tercio de la multa); regulación de la pror,cria-
ción de las infracciones y do las sanciones: y exclusión de 
toda forma de sanción que implique privación de libertad, 
así como de la llamada "responsabilidad personal subsidia-
ria". 

3.- En lo referente al est,̂ do jcte alarma, el PGE entionde quR 
" sólo es justificable sulfeéclaráción en caso de catástrofgs 
naturales y emergencias sanitarias. En los demás casos l?' 
autoridad gubernativa tiene medios suficientes para atajar 



tJ xŝ  el problema sin restringir las libertades públicas. 

^jl/V-?'^ ^̂  En todo caso, es el Gobierno el que debe ser el unico 
\ . competente para la declaración del estado de alarma y 

t'vr'̂  ello sometido m p.nntrnl parlamentario de la oportunidad 
t/^ , /; COHTKÎ Ibü. •• ^ . " V de la medida, y de 1 hin i iTliL'l^taáauiuj^-— 

-Debe establecerse como norma absolutamente imprescindi-
ble en un Estado democrático, el control por las Cortes 
de la declaración de estado de excepción por el Gobierno 

¿tfí T̂ -̂pno oc T̂rfT-.-h-jfip.pfiq poT el Gonprreso, queda 
anulada) e igualmente en el caso del estado de guerra, -
aunque en este último con carácter transitorio, ya que la 
declaración del estado de guerra, debe ser facultad exclu 
sivamente parlamentaria y no del Gobierno. 

5.- TERRORISMO 

1" Tenemos que manifestar previamente nuestro convencimien-
to de que toda legislación excepcional y que amplíe las 
facultades policiales y gubernativas, no ha sido nunca ia 
mejor medida para combatir al terrorismo. 

Las medidas excepcionales que permiten la ̂ omisión de po-
sibles arbitrariedades, generan un sentimiento de repulsa 
hacia el excesivo poder del Estado contra sujetos indivi 

v̂  duales, provocando cierta solidaridad sentimental entre -
sectores sociales que no están de acuerdo con el térro— 
rismof véase los ejemplos de estos últimos años en Espafía 
y el recientísirao de la R.F.A, 

Al terrorismo se le combate políticamente profundÍ7.andn 
el contenido democrático de la sociedad, lo que leg aisla 
moralmente y de hecho, como ha demostrado recientemente 
la división de la ETA^y técnicamente proveyendo a las F. 
O.P, de los medios necesarios. 
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Una vez manifestada nuestra posición de principioj que man-
tendrernos en el futuro, la situación actual podría aconse-
jar ima T.ftjo- ft.qppy-iai que Contemple estos supuestos, ya que 
no estaraos de acuerdo con'|los mismos^ se incluyan en la L, 
O.P», por estimar que deben ser medidas transitorias hasta 
la aprobación de ;ia Constitución., 

Con referencia al punto 5, párrafo primero, estamos de acuer 
do condicionándolo a que los órganos .judiciales lo sean los 
jueces naturales. 

Sólo podrán ser considerados terroristas determinados actos 
tipificados en el Código Penal, que sean castigados por los 
tribunales, siendo inaceptable que se pueda calificar de t£ 
rroristas a_entes de hecho que nunca estarán inscritos en 
el Registro correspondiente. 

Los funcionarios de policía jí̂ ñcaí̂ ados de la investigación 
de estos delitos, serán adscritos al Servicio de los órga-
nos judiciales. No creemos conveniente instituir legalmente 
ima unidad de las características expuestas, sin perjuicio 
de las facultades de organización interior de los Servicios 
que poseen las autoridades policiales. 

Vy En relación al régimen penitenciario de prolongar la inconu 
nicación de los detenidos y presos por estas actividades, i®. 
affit deberá acordar la autoridad judicial, con expresión del 

' límite temporal de la medida, que nunca podrá exceder al m£ 
mento de la conclusión del sumario. A partir de ese trámite 
procesal que ultima la investigación, cualquier medida de -\ ft (V*' — — 
esa naturaleza^ atenta a los derechos de la persona. 

La exclusión de la asistencia jurídica al detenido desde el 
momento de su detención, deberá ser acordada judicialmente. 

Entre las facultades del Juez competente, se puede comprender 
la de limitar la información pública que pueda entorpecer la 

V . 

ÍÁ®̂  investigación sumarial, hasta acordar incluso el secuestro -
del periódico. 



No es ° nracinn de materia reservada en los 
casos de terrorismo, por perjudicar al papel de cooperación 
ciudadana que la prensa debe jugar y realizar normalmente. 
Como puede comprobarse en estos últimos tiempos (por ejemplo 
en el caso de los fascistas catalanes). 

^ ) La filosofía que anima a las anteriores propuestas tiene como 
uno de sus aspectos fundamentales el potenciar la función— 
judicial como garantizadora de las libertades y derechos pú-
Blicos.' 


